
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE SUCRE 
SALA PRIMERA DE DECISIÓN ORAL 

 

Sincelejo, veintiséis (26) de octubre de dos mil diecisiete (2017) 

 

MAGISTRADO PONENTE: RUFO ARTURO CARVAJAL ARGOTY 

 

RADICACIÓN:   70-001-23-33-000-2017-00161-00  

ACCIONANTE: ALCALDE DEL MUNICIPIO DE SAN JUAN 

DE BETULIA (SUCRE) 

PROYECTO OBJETADO: ACUERDO Nº 004 DE 29 DE MAYO DE 

2017, “POR MEDIO DEL CUAL SE 

REGLAMENTA LA AUTORIZACIÓN QUE 

CONFIERE EL CONCEJO PARA CELEBRAR 

CONTRATOS Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES”  

MEDIO DE CONTROL: OBJECIÓN DE PROYECTO DE ACUERDO 

MUNICIPAL  

 
 

Procede la Sala, a decidir en única instancia, las objeciones formuladas 

por la señora ALCALDESA MUNICIPAL (e) de SAN JUAN DE BETULIA - SUCRE, 

en contra del Proyecto de Acuerdo 004 de 29 de mayo de 2017, “Por 

medio del cual se reglamenta la autorización que confiere el Concejo 

para celebrar contratos y se dictan otras disposiciones”. 

  

1.- ANTECEDENTES 

 

1.1.- Hechos1: 

 

El Concejo Municipal de San Juan de Betulia - Sucre, aprobó el proyecto 

de Acuerdo 004 de 29 de mayo de 2017, el cual fue enviado al alcalde 

para su respectiva sanción; sin embargo, éste decidió devolverlo a esa 

Corporación Administrativa con objeciones por vicios de ilegalidad.  

 

                                                             
1  Folios 1- 3 del expediente.  
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Tras lo cual, el Concejo Municipal, en sentir del accionante, procedió a dar 

un trámite errado y contrario a la Ley 136 de 1994, al rechazarse las 

objeciones solo con fundamentos subjetivos, cuestionamientos personales y 

posturas políticas.  

 

Por ello y en ejercicio de las atribuciones legales que le fueron conferidas a 

los Alcaldes Municipales para objetar proyectos de acuerdos, la 

ALCALDESA MUNICIPAL (e) de SAN JUAN DE BETULIA - SUCRE, Dra. Sandra 

Sofía Severiche Gil, envió el mentado proyecto a este Tribunal para que se 

decida sobre su legalidad.  

 

Recalcó la accionante, que es la tercera ocasión que el Concejo presenta  

una reglamentación sobre la misma temática, la cual ya había sido 

aprobada, objetada y archivada, por usurpación de las competencias del 

Congreso de la República.   

 

1.2. Fundamentos jurídicos2: 

 

Las objeciones formuladas se pueden sintetizar en los siguientes términos:  

 

1.2.1. Violación de la Ley 1551 de 2012: El artículo primero del Acuerdo No. 

004 de 2017, fue aprobado así: 

 

“ARTÍCULO PRIMERO: OBJETO. El presente Acuerdo tiene por 

objeto reglamentar la autorización que confiere el concejo al 

alcalde municipal para celebrar contratos y convenios, señalarse 

los casos en que excepcionalmente requiere autorización previa 

y expresa, indicar los procedimientos que se deben adelantar 

ante la corporación para obtenerla, los documentos que se 

deben presentar junto con el proyecto de acuerdo respectivo y 

posibilitar el ejercicio posterior del control político como 

mecanismo para garantizar la ejecución de los programas y 

proyectos de inversión del plan de desarrollo municipal, en 

ejercicio de la atribución conferida al concejo municipal en el 

numeral 3 del artículo 32 de la ley 136 de 1994, modificado por el 

artículo 18 de la ley 1551 de 2012 y en desarrollo de la función 

                                                             
2 Folios 3 – 23 del expediente.  
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asignada al concejo, por el numeral 3 del artículo 313 de la 

Constitución Política”. 

 

Estimó la accionante, que el objeto del acuerdo no es claro, ya que en el 

reglamento se señalan los casos en que, excepcionalmente, se requiere 

autorización previa y expresa, pero en la realidad lo que hace es legislar, al 

prohibir al Alcalde Municipal utilizar las modalidades de selección de 

contratista, como la contratación directa, la selección abreviada, la 

mínima cuantía y la contratación de régimen especial , definida en el 

artículo 355 de la Constitución Nacional. 

 

Indicó, que como los tipos contractuales se materializan o contratan a 

través de las modalidades de selección de contratistas, al exigir la previa 

autorización para contratar las modalidades de selección, igualmente, se 

lleva por accesión, todos los tipos contractuales que se celebran a través 

de estas, convirtiendo la regla general para contratar, en la 

excepcionalidad. 

 

Con relación al artículo segundo del proyecto, se tiene el siguiente tenor: 

 

“ARTÍCULO 2º. AUTORIZACION PREVIA. El Alcalde Municipal de 

San Juan de Betulia - Sucre requerirá autorización previa y 

expresa del concejo en los contratos y convenios señalados 

taxativamente en las normas nacionales especialmente los 

descritos en el parágrafo 4 del artículo 32 de la ley 136 de 1994, 

adicionado por el artículo 18 de la ley 1551 de 2012 y en los 

contratos que mediante la presente REGLAMENTACIÓN se 

dispone a continuación: 

 

1. Las operaciones de crédito público reguladas por el decreto 

2681 de 1993 y demás normas complementarias. 

 

2. Contratos de adquisición y/o enajenación, a cualquier título, 

de bienes inmuebles de conformidad con lo establecido en la ley 

9 de 1989 y la ley 388 de 1997 y demás normas que la modifiquen 

o complementen. 

 

3. Los contratos de encargo fiduciario y fiducia pública y las 

prórrogas, regulados por el numeral 5 artículo 32 de la ley 80 de 

1993. 
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4. Los contratos de comodato. El presente numeral no aplica 

para los contratos de comodato que suscriba el municipio con 

otra entidad pública. 

 

5. Los contratos de adquisición o venta de maquinaria pesada 

que se pretenda adquirir con recursos propios del municipio. 

 

6. Los contratos que encuentren enmarcados según el artículo 2 

de la 1150 de 2017 y decreto 1510 de 2013, articulo 274 de la ley 

1450 de 2011, dentro de los siguientes tipos de selección a), 

contratación directa y b). Selección Abreviada c). Mínima 

Cuantía. 

 

7. Los contratos de arrendamiento los bienes e inmuebles de 

propiedad del municipio. 

 

8. Los contratos que pertenezcan al Régimen Especial. 

 

PARÁGRAFO.- A partir de la vigencia del presente acuerdo, 

queda prohibido otorgar autorizaciones para contratar dentro de 

las disposiciones generales del acuerdo de presupuesto de rentas 

y gastos del Municipio. 

 

El alcalde, cuando lo quiera solicitara dichas autorizaciones 

mediante la presentación de un proyecto de acuerdo 

independiente al proyecto de acuerdo de presupuesto.” 

 

Planteó la actora, que los numerales 6 y 8, prohíben al Alcalde Municipal 

utilizar las modalidades de selección de contratista, como la contratación 

directa, la selección abreviada, la mínima cuantía y la contratación de 

régimen especial definida en el artículo 355 de la Constitución Política, 

irrumpen la excepcionalidad, convirtiendo en regla general el hecho que 

el mandatario acuda al Concejo de manera periódica, siempre que tenga 

que celebrar un tipo de contrato, a través de alguna de las modalidades 

de selección de contratista ya mencionadas.  

 

En la Constitución Política de Colombia en su artículo 313, numeral 3, 

dispone que corresponde al Concejo municipal autorizar al alcalde para 

celebrar contratos y ejercer pro tempore, precisas funciones de las que 

corresponden al Concejo y en su numeral 10 consagra, “Las demás que la 

Constitución y la ley le asignen”. 
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Posteriormente, con la expedición de la Ley 136 de 1994, el Congreso de la 

República de Colombia, en el artículo 32, modificado por el artículo 18 de 

la Ley 1551 de 2012 dispuso, que además de las funciones que se le 

señalan en la Constitución y la ley, son atribuciones de los concejos las 

siguientes: 

 

“… 3. Reglamentar la autorización al alcalde para contratar, 

señalando los casos en que requiere autorización previa del 

Concejo…” 

 

Antes de la expedición de la Ley 1551 de 2012, no existía certeza sobre la 

regla general y la excepción para suscribir contratos con o sin autorización 

expresa del concejo municipal, convirtiéndose la excepción, en la regla 

general, por lo que se requería de la autorización del órgano colegiado 

para la suscripción de cualquier tipo de contrato; sin embargo, existían 

limitaciones para los contratos requeridos para el normal funcionamiento 

de la entidad.  

 

Este vacío fue llenado por el parágrafo 4 del artículo 18 de la Ley 1551 de 

2012, que dispuso claramente y de conformidad con el numeral 3 del 

artículo 313 de la Constitución Política, que el  Concejo Municipal o Distrital, 

deberá decidir sobre la autorización al alcalde para contratar, solo en 

cinco (5) eventos taxativamente definidos e identificados, como son: 

 

“1. Contratación de empréstitos.  

2. Contratos que comprometan vigencias futuras.  

3. Enajenación y compraventa de bienes inmuebles.  

4. Enajenación de activos, acciones y cuotas partes.  

5. Concesiones.  

6. Las demás que determine la ley.” 

 

La regla general está dada por el artículo 91 de la Ley 136 de 1994, 

modificado por el artículo 29 de la Ley 1551 de 2012, numeral 5, que 

dispone que es función del alcalde ordenar los gastos y celebrar los 

contratos y convenios municipales, de acuerdo con el plan de desarrollo 

económico, social y con el presupuesto, observando las normas jurídicas 

aplicables. 
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Adicional a ello, el Concejo Municipal no puede en este reglamento, 

prohibir que se otorguen facultades para contratar en el acuerdo que 

aprueba el presupuesto, pues, además de existir unidad de materia, 

necesariamente tiene referirse a la capacidad o competencia de las 

entidades estatales para contratar.  

 

El Concejo Municipal de San Juan de Betulia – Sucre, debió ocuparse de la 

reglamentación de los cinco (5) eventos en los que se requiere 

autorización previa del concejo y no de restringir facultades para 

contratar, como efectivamente lo hizo en el artículo 1º. Se confunde, 

afirma, la regla  general dada por la Ley 1551 de 2012 y la particularidad, 

contenida en los cinco (5) casos en los que la ley dispone que el concejo 

municipal debe autorizar al alcalde para contratar.  

 

Siendo así, afirma, la corporación ha retrocedido quince (15) años en el 

avance normativo y jurisprudencial sobre la prohibición del concejo 

municipal, de entorpecer la gestión administrativa de los alcaldes, al 

solicitar autorización para contratar en todos los casos, muy a pesar que la 

Ley 1551 de 2012, ha aclarado radicalmente el tema. 

 

Aunado a lo anterior, el artículo sexto del proyecto, exige autorización 

previa del concejo, cuando el alcalde tenga que en ejercicio de sus 

funciones, celebrar convenios interadministrativos de cofinanciación con 

otra entidad del orden público. 

 

Los convenios de cofinanciación nacional y los recursos de los fondos de 

seguridad ciudadana, están revestidos en forma especial de ciertas 

prerrogativas, a saber: 1. De la facultad general otorgada por la ley 1551 

de 2012, al no estar taxativamente señalados en los (5) eventos que esta 

estipula. 2. La posibilidad de adicionar los recursos al presupuesto 

municipal, mediante decreto sin autorización previa del concejo, solo 

informándole al concejo, dentro de los diez (10) días siguientes y 3. De la 
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facultad de contratarlos especialmente en cualquier tiempo, sin requerir 

ningún tipo de autorización, sujetándose sólo al régimen presupuestal. 

 

El legislador quiso con la expedición de la ley 1551 de 2012, cesar el riesgo 

de perder los recursos por falta de autorizaciones previas, lujo que no 

podían darse los municipios de sexta categoría, como San Juan de Betulia 

– Sucre, por las razones de pobreza extrema y situación fiscal precaria que 

se padece.  

 

1.2.2 Violación del Decreto-Ley 1333 de 1986, Cosa Juzgada y 

desconocimiento de precedente judicial: Los artículos 121 y 124 del 

Decreto 1333 de 1986, “Por el cual se expide el Código de Régimen 

Municipal”, disponen: 

 

"Artículo 121°.- (...) 3. Practicadas las pruebas pasará el asunto al 

Despacho para fallo. El Magistrado dispondrá de diez (10) días 

para la elaboración de la ponencia y el Tribunal de otros diez (10) 

días para decidir. Contra esta decisión, que produce efectos de 

cosa juzgada en relación con los preceptos constitucionales y 

legales confrontados no procederá recurso alguno. 

 

"Artículo 124°.- Los acuerdos u otros actos de los Concejos 

Municipales anulados definitivamente por los Tribunales de lo 

Contencioso Administrativo, en el concepto de ser contrarios a la 

Constitución o a las leves, o lesivos de derechos civiles, no podrán 

ser reproducidos por aquellas corporaciones si conservan la 

esencia de las mismas disposiciones anuladas, a menos que una 

disposición legal, posterior a la sentencia, autorice expresamente 

a los Concejos para ocuparse de tales asuntos. 

 

Parágrafo.- Los acuerdos y demás actos que se expidan en 

contravención de esta disposición son nulos. (...)”  

 

A través de sentencia Nº 066 del 30 de agosto de 2013, el Tribunal 

Administrativo de Sucre había fallado a favor de las objeciones formuladas 

por el Alcalde, en la vigencia de 2013. Motivo por el cual, el Concejo 

Municipal de San Juan de Betulia – Sucre, no podía reproducir las mismas 

disposiciones anuladas en el Acuerdo No. 004 de 2017, a menos que una 

disposición legal, posterior a la sentencia, autorice expresamente a los 

Concejos para ocuparse de tales asuntos, ley que aún no se ha expedido.  
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Resaltó, que los artículos subsiguientes del proyecto, no son objetados en la 

medida que son una reproducción, “casi exacta”, tomada del Acuerdo 

No. 009 de 2014, que reglamenta la autorización del alcalde para 

contratar que aún está vigente.   

 

1.3. Actuación procesal:  

 

Mediante auto del 1º de agosto de 20173, se admitió el escrito de 

objeciones. Se fijó en lista el asunto, para que el Ministerio Público o 

cualquier otra persona pueda intervenir, para defender o impugnar la 

constitucionalidad o legalidad del acuerdo y solicitar la práctica de 

pruebas.  

 

Asimismo, se ordenó remitir copia de esta providencia al (la) señor (a) 

Alcalde Municipal de San Juan de Betulia, al Procurador Judicial delegado 

ante este Tribunal, al (la) Presidente del Concejo Municipal de San Juan de 

Betulia y por su intermedio, a todos los concejales que integran tal 

Corporación, con el fin de garantizarles su intervención durante la fijación 

en lista y para los mismos fines.   

 

Se dispuso además, que se publicará en la página web de la Rama 

Judicial, a efectos de informar a la comunidad de la existencia del 

proceso.  

 

1.4. Intervenciones:  

 

1.4.1 PAOLO RAFAEL TORRES DÍAZ4: En su calidad de ciudadano, manifestó 

que los cabildantes se extralimitaron en sus atribuciones al expedir un 

nuevo reglamento sobre las facultades del Alcalde parta contratar, 

interfirieron indebidamente en la gestión de los asuntos municipales, 

comprometiendo no solo el cumplimiento de los fines estatales, sino el 

                                                             
3 Fl. 219 del expediente.  
4 Fls. 224 – 227 del expediente.  
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conjunto de normas que de forma sistemática y coherente, regulan la 

facultad constitucional del burgomaestre para contratar y "ordenar los 

gastos municipales de acuerdo con los planes de inversión y el 

presupuesto", en orden a garantizar el cumplimiento efectivo de los 

cometidos estatales en el nivel territorial.  

 

Adicionó, que el Concejo Municipal está privando al ejecutivo local de las 

herramientas necesarias para ejecutar el presupuesto, pues, al expedir el 

Acuerdo 004 de 2017, está tácitamente derogando el Acuerdo 009 de 

2014, al proferir una reglamentación de las autorizaciones del Alcalde para 

contratar, contrariando la Constitución, la ley, la jurisprudencia y en 

especial, los fallos 056 del 25 de julio de 2013 y 066 del 30 de agosto de 

2013, proferidos por el Tribunal Administrativo de Sucre. 

 

En ese orden de ideas, solicitó que se declaren fundadas las objeciones 

formuladas por la ALCALDESA MUNICIPAL (e) de SAN JUAN DE BETULIA - 

SUCRE. 

 

1.4.2 PRESIDENTE DEL CONCEJO MUNICPAL DE SAN JUAN DE BETULIA5: 

Sostuvo que las reglamentaciones de los entes territoriales, no pueden ser 

entendidas como eternas, toda vez que los concejos municipales las 

pueden modificar.  

 

Destacó, que el cargo de cosa juzgada no se encuentra dentro de las 

causales previstas por la Ley 136 de 1994, para objetar proyectos de 

acuerdos.  

 

Indicó, que el Alcalde no señaló que ley está quebrantando el Concejo 

Municipal con la aprobación del Acuerdo 004 de 2017, máxime si dicho 

acto está fundamentado en la Constitución Política, las Leyes 136 de 1994 

y 1551 de 2012 y sentencias de otros Tribunales Administrativos y de la Corte 

Constitucional.  

 

                                                             
5 Fls. 228 – 274 del expediente.  
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-. El señor Agente de Ministerio Público, no emitió concepto en esta 

oportunidad.  

 

2.- CONSIDERACIONES 

 

2.1. Cuestión previa 

 

En escrito de la fecha, la Dra. SILVIA ROSA ESCUDERO BARBOZA, se declara 

impedida para conocer del presente asunto, invocando el numeral 4 del 

art. 130 del CPACA, en tanto, su “hermana INÉS MARÍA ESCUDERO a través 

de la Fundación Gestión Mujer celebró contrato en el año en curso con el 

Municipio de San Juan de Betulia”. 

 

Frente a tan particular invocación, la Sala debe señalar, que lo expresado 

encasilla en la causal de impedimento invocada, por ende, se aceptará el  

impedimento.  

 

2.2. Competencia. 

 

Presentes los presupuestos procesales y no existiendo causal que invalide lo 

actuado, el Tribunal es competente para conocer en única instancia de la 

presente actuación, conforme lo establecido en el artículo 151 numeral 6 

del Código de procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en armonía con dispuesto en los artículos 114 y 121 del 

Decreto 1333 de 1986. 

 

2.3. Problema jurídico 

 

¿Deben declararse fundadas las objeciones planteadas en contra del 

proyecto de Acuerdo No. 04 de 2017, “por medio del cual se reglamenta 

la autorización que confiere el Concejo para celebrar contratos y se dictan 

otras disposiciones”, conforme los cargos formulados en demanda? 
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2.3.- Análisis de la Sala.  

 

2.3.1 Reserva de la iniciativa al alcalde, para presentar proyectos de 

acuerdo respecto de la autorización para celebrar contratos. 

 

La Ley 136 de 1994, “Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar 

la organización y el funcionamiento de los municipios”, reguló en su artículo 

71 lo concerniente a la iniciativa para presentar proyectos de acuerdo, así:  

 

“ARTÍCULO 71. INICIATIVA. Los proyectos de acuerdo pueden ser 

presentados por los concejales, los alcaldes y en materias 

relacionadas con sus atribuciones por los personeros, los 

contralores y las Juntas Administradoras Locales. También podrán 

ser de iniciativa popular de acuerdo con la Ley Estatutaria 

correspondiente. 

 

PARÁGRAFO 1o. Los acuerdos a los que se refieren los numerales 

2o., 3o., y 6o., del artículo 313 de la Constitución Política, sólo 

podrán ser dictados a iniciativa del alcalde. 

 

PARÁGRAFO 2o. Serán de iniciativa del alcalde, de los concejales 

o por iniciativa popular, los proyectos de acuerdo que 

establecen la división del territorio municipal en comunas y 

corregimientos y la creación de Juntas Administradoras Locales.” 

 

Como se observa, el primer inciso de la norma en cita, estableció la 

iniciativa general para presentar proyectos de acuerdo en cabeza de los 

miembros del órgano coadministrador del municipio –concejales-; del 

representante legal del mismo –alcalde- y en materias que tuvieran 

relación directa con el ejercicio de sus funciones, por los personeros, 

contralores y Juntas Administradoras Locales.    

 

A renglón seguido, la misma disposición instauró una restricción a la 

iniciativa para presentar tales proyectos, exclusivamente en cabeza del 

alcalde municipal, respecto de las materias contempladas en los 

numerales 2, 3, y 6 del artículo 313 de la C. P.  

 

La norma constitucional reseñada, señala en los mencionados numerales: 
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“ARTÍCULO 313. Corresponde a los concejos: 

 

(…) 

 

2. Adoptar los correspondientes planes y programas de desarrollo 

económico y social y de obras públicas. 

 

3. Autorizar al alcalde para celebrar contratos y ejercer pro 

tempore precisas funciones de las que corresponden al Concejo. 

 

(…) 

 

6. Determinar la estructura de la administración municipal y las 

funciones de sus dependencias; las escalas de remuneración 

correspondientes a las distintas categorías de empleos; crear, a 

iniciativa del alcalde, establecimientos públicos y empresas 

industriales o comerciales y autorizar la constitución de 

sociedades de economía mixta”. 

 

Sobre el tema de la reserva de la iniciativa al alcalde para presentar 

proyectos de acuerdo, la Honorable Corte Constitucional en la sentencia 

C-152 de 1995, analizó el contenido del parágrafo 1º del artículo 71 de la 

ley 136 de 1994, bajo los siguientes argumentos:   

 

“La Corte Considera que la reserva que la ley introduce en punto 

a la iniciativa para presentar proyectos de acuerdo en los 

asuntos a los que se refiere el numeral 3 y el 6 del artículo 313 de 

la C. P., éste último parcialmente analizado en el acápite 

anterior, se ajusta a la Carta. 

 

1. La Corte debe resolver si la ley, no obstante que el 

Constituyente haya guardado silencio, puede, en relación con 

las materias contempladas en la disposición acusada, reservar al 

alcalde la iniciativa para presentar proyectos de acuerdo. 

 

2. No se discute que el alcalde está sujeto a lo que dispongan los 

acuerdos formalmente adoptados y que goza de iniciativa 

general para presentar proyectos de acuerdo. Lo que se debate 

es si la ley puede, respecto de ciertas funciones constitucionales 

de los concejos, restringir la iniciativa para presentar tales 

proyectos, otorgándosela exclusivamente a los alcaldes. Las dos 

circunstancias anotadas, en consecuencia, ignoran el problema 

de fondo y no pueden servir como fundamento a una decisión 

de inexequibilidad. 

 

3. El silencio del Constituyente frente a la reserva en favor de la 

iniciativa radicada en el alcalde, podría esgrimirse para definir la 

inconstitucionalidad de la disposición acusada, sólo si el régimen 
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y los límites aplicables al concejo tuvieran como fuente exclusiva 

la Constitución Política. Empero, tanto desde el punto de vista 

funcional (CP art. 313-10) como material (CP art. 287), el sistema 

establecido por la norma constitucional, permanece abierto a la 

regulaciones legales, las cuales, desde luego, deben sujetarse a 

la Constitución.  

 

4. No se remite a duda que las entidades territoriales gozan de 

autonomía para la gestión de sus intereses. Sin embargo, la 

Constitución precisa que ella se lleva a cabo "dentro de los límites 

de la Constitución y la ley" (CP art. 287). No toda limitación o 

restricción legal puede ser admisible. El núcleo esencial de la 

autonomía de las entidades territoriales no puede ser afectado 

por las leyes que se dicten en este campo. Si así fuere, se 

modificaría la fisonomía del Estado que siempre ha de reflejar 

una síntesis equilibradora entre lo unitario y la descentralización y 

autonomía de sus entidades territoriales (CP art. 1). 

 

5. Examinada la norma legal, desde la perspectiva de la 

autonomía local, no se observa que se vulnere en modo alguno 

su núcleo esencial: (1) las decisiones finalmente se adoptan por 

el concejo que es un órgano de autogobierno; (2) el alcalde 

tiene el carácter de autoridad local, democráticamente elegido; 

(3) la reserva de la iniciativa, dada la índole de las precisas 

funciones respecto de las cuales se predica, en su mayoría con 

una proyección directa en el erario municipal, es razonable. En 

efecto, el alcalde, como Jefe de la Administración local, debe 

cuidar de la sanidad y solidez de la hacienda municipal. El mismo 

proceso de autonomía y la prestación de los servicios 

municipales, pueden ponerse en serio peligro si no se establecen 

mecanismos de control al desmedido gasto público, los cuales 

deben tener eficacia incluso preventiva; (4) finalmente, la reserva 

en materia de la concesión de facultades pro tempore, reafirma 

la autonomía del concejo y evita que el mismo se desligue de sus 

competencias y responsabilidades propias.  

 

6. No considera la Corte que la norma legal haya hecho una 

interpretación analógica de las restricciones que respecto de 

materias semejantes la Constitución establece en el artículo 154. 

El Congreso tiene en esta materia capacidad innovadora, 

siempre que respete la Constitución (CP art. 287). El hecho de 

que la restricción legal guarde semejanza con la constitucional, 

abona su exequibilidad, pues simplemente acredita que los 

motivos que tuvo en mente el Constituyente para restringir en 

ciertos casos la iniciativa legislativa de los congresistas, 

guardadas las proporciones, pueden ser pertinentes en el ámbito 

municipal”.       

 

Se desprende de la jurisprudencia constitucional reseñada, que la reserva 

de la iniciativa en cabeza del alcalde para presentar proyectos de 
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acuerdo en las materias relacionadas en los numerales 2, 3 y 6 del artículo 

313 de la Carta Política, se funda como garantía para el manejo 

adecuado del erario municipal y como medio para materializar la función 

constitucional del alcalde, de dirigir la acción administrativa del ente 

territorial. 

 

2.3.2  Competencia constitucional del concejo municipal, para 

reglamentar la autorización al alcalde para contratar. 

 

Dentro del abanico de funciones, que el ordenamiento jurídico le entrega 

a los concejos municipales, destaca esta Judicatura la consignada en el 

numeral 3 del artículo 32 de la Ley 136 de 1994: 

 

“ARTÍCULO 32. ATRIBUCIONES.  Además de las funciones que se le 

señalan en la Constitución y la ley, son atribuciones de los 

concejos las siguientes. 

 

(…) 

 

3. Reglamentar la autorización al alcalde para contratar, 

señalando los casos en que requiere autorización previa del 

Concejo”. 

 

El contenido de la prerrogativa reseñada, fue desarrollado por la 

Honorable Corte Constitucional en la sentencia C-738 de 2001, la cual por 

su riqueza conceptual se cita in extenso:    

 

“Un ejemplo de las competencias autónomas a las que se hace 

referencia, es lo dispuesto en el artículo 313-1 de la Carta Política, 

el cual señala que los concejos municipales estarán encargados 

de  "reglamentar las funciones y la eficiente prestación de los 

servicios a cargo del Municipio". La función reglamentaria que allí 

se consagra es una de las atribuciones normativas propias de los 

concejos, que forman parte del reducto esencial de la 

autonomía territorial y, por lo mismo, no requieren para su 

desarrollo de una ley de la república que haya regulado 

previamente las materias en cuestión.  

 

Pues bien, si una de las funciones propias de los Concejos es la de 

autorizar al alcalde para contratar, tal y como lo dispone el 

artículo 313-3 Superior, es claro que la facultad de reglamentar lo 

relacionado con tal autorización también forma parte de sus 
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competencias constitucionales, por virtud del numeral 1 del 

mismo canon constitucional. Es decir, si los Concejos pueden 

reglamentar el ejercicio de sus propias funciones, y una de sus 

funciones es la de autorizar al alcalde para contratar, se 

concluye lógicamente que tales corporaciones cuentan con la 

competencia constitucional para reglamentar el ejercicio de tal 

atribución, y que no es necesario que el legislador haya trazado, 

con anterioridad, una regulación detallada del tema. Así, en 

criterio de esta Corporación, este último precepto constitucional 

es un fundamento suficiente para que el Legislador haya 

confirmado que las Corporaciones municipales de elección 

popular tienen la posibilidad de reglamentar una de sus 

funciones constitucionales propias, cual es la de otorgar al 

correspondiente jefe de la administración municipal 

autorizaciones para contratar.  

 

Esta función reglamentaria que, se reitera, cuenta con un 

fundamento constitucional propio, habrá de ejercerse mediante 

el trazado de una serie de normas puntuales y específicas sobre 

una determinada materia, a saber: el procedimiento interno que 

se deberá seguir ante los Concejos para obtener la autorización 

respectiva, los criterios que debe seguir para otorgarla, así como 

los casos en los cuales tal autorización es necesaria. La 

regulación de dicho procedimiento interno habrá de estar 

referida, así, a las hipótesis en que tal autorización es necesaria, a 

los criterios que se deberán aplicar al momento de decidir sobre 

si se otorga o no dicha autorización, y a las etapas del trámite a 

seguir en cada caso. Estas normas no serán de tipo legal, sino de 

tipo administrativo, sin que sea necesario contar con una 

regulación previa del tema por parte del Legislador.  

 

En ese sentido, también se debe distinguir claramente la función 

que confiere la norma demandada, de la potestad 

reglamentaria del Presidente de la República, atribución especial 

en virtud de la cual este último funcionario podrá reglamentar las 

leyes nacionales, como ejercicio de una facultad constitucional 

que le es propia.   

 

Lo expresado no quiere decir que, en cualquier caso en que la 

Constitución le confiera funciones de tipo normativo a los 

municipios, éstos puedan reglamentar las materias previstas sin 

tener en cuenta lo dispuesto por el legislador; por el contrario, el 

ejercicio de las funciones administrativas siempre debe estar 

acorde con lo dispuesto por las normas legales. Lo que sucede es 

que, en ciertos casos, el alcance de la regulación legislativa de 

la materia es mucho menor, por haberle conferido la Carta a las 

entidades territoriales, directamente, la función reglamentaria 

correspondiente, la cual se diferencia de la potestad 

reglamentaria del Presidente de la República y, por ende, no está 

restringida por los dictados del legislador. Por lo tanto, en estos 

casos no se hace necesario que existan con anterioridad 
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regulaciones legales minuciosas, para que las respectivas 

corporaciones territoriales desarrollen con plenitud tal atribución 

reglamentaria.  

 

En consecuencia, al ser la norma acusada el desarrollo de una 

previsión constitucional expresa, en la que se asigna a los 

concejos la función reglamentaria en comento, se habrán de 

rechazar los cargos formulados contra ella.  

  

Sin embargo, debe advertir esta Corporación que la atribución 

otorgada en la norma bajo estudio, siendo como es una función 

administrativa, sólo podrá ser ejercida por los Concejos con el 

alcance y las limitaciones propias de su naturaleza. Así, cualquier 

reglamentación efectuada por dichas Corporaciones, debe ser 

respetuosa del ámbito reservado constitucionalmente al 

Legislador, por lo cual no puede entrar a establecer 

procedimientos de selección, normas generales aplicables a los 

contratos, etc., puesto que ello forma parte del núcleo propio del 

Estatuto de Contratación. Igualmente, al constituir esta función 

una manifestación de la colaboración armónica que, en virtud 

del artículo 116 Superior, debe existir entre los distintos órganos del 

Estado -tanto entre los pertenecientes a una misma rama del 

poder público, como entre las distintas ramas-, a ella es aplicable 

lo dispuesto por esta Corte en cuanto al tema de las leyes de 

autorizaciones, en virtud de las cuales podrá el Congreso 

autorizar al Ejecutivo para contratar (art. 150-9, C.P.).  

 

En ese orden de ideas, debe tenerse en cuenta lo que se 

estableció en la sentencia C-466/97, en los siguientes términos: 

  

“La introducción del concepto de ley de autorizaciones en la 

Carta de 1991 corresponde a una tradición constitucional, pues 

el artículo 76 numeral 11 de la Constitución de 1886 otorgaba al 

Congreso la facultad para conceder autorizaciones al Gobierno 

para la celebración de contratos, como quiera que la creación 

de vínculos jurídicos individuales siempre se han considerado 

como asuntos propios de la mecánica de ejecución de 

programas gubernamentales, por lo cual son asuntos de la 

naturaleza administrativa del gobierno. Por consiguiente, la ley de 

autorizaciones se ha entendido como el beneplácito legislativo 

para que el Gobierno ejerza una función propia dentro de su 

ámbito constitucional. Por lo tanto, el ejercicio mismo de la 

actividad contractual es una actividad privativa del Gobierno, 

que debe contar con la aprobación del Congreso, como 

manifestación del ejercicio coordinado y armónico de la función 

pública. 

 

(...) De lo anteriormente expuesto se colige que, frente a la 

facultad para celebrar contratos creadores de situaciones 

jurídicas concretas, la Constitución faculta al Legislador para que 

permita al Gobierno que se vincule jurídicamente y por ende se 
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obligue en el campo contractual. Sin embargo, la Carta no 

autoriza que el Legislador le imponga al Ejecutivo la celebración 

de un contrato específico, pues la autorización del Congreso 

está sometida a la realización de un acto de naturaleza 

administrativa. Por lo tanto, los artículos impugnados transgreden 

la Constitución”. 

 

El anterior razonamiento es aplicable, mutatis mutandi, a las 

autorizaciones que los concejos municipales otorgan a los 

alcaldes para contratar, y por lo mismo, a la reglamentación que 

sobre el particular expidan tales Corporaciones, en ejercicio de lo 

dispuesto en la norma acusada. Por lo mismo, no podrán los 

Concejos, so pretexto de reglamentar el tema de las 

autorizaciones, extralimitarse en sus atribuciones e intervenir sobre 

la actividad contractual propiamente dicha; dirección que 

corresponde al alcalde, en tanto jefe de la acción administrativa 

del municipio, de conformidad con el artículo 315-3 de la Carta. 

En otras palabras, la reglamentación que expidan estas 

corporaciones deberá limitarse a trazar las reglas aplicables al 

acto concreto y específico mediante el cual el concejo autoriza 

al alcalde para contratar, señalando los casos en que es 

necesario, sin entrar a regular aspectos como la selección de los 

contratistas, los contratos específicos a realizar, etc. 

 

Asimismo, deberán tener en cuenta los concejos municipales 

que, en tanto función administrativa, la atribución que les 

confiere la norma que se analiza debe ser ejercida en forma 

razonable y proporcionada, respetando lo dispuesto en el 

artículo 209 constitucional; y que no se puede interpretar dicha 

norma en forma tal que se obligue al alcalde a solicitar 

autorizaciones del concejo en todos los casos en que vaya a 

contratar, sino únicamente en los que tal corporación disponga, 

en forma razonable, mediante un reglamento que se atenga a la 

Carta Política”. 

 

Así las cosas, una de las prerrogativas constitucionales de los concejos 

municipales, es la de autorizar al alcalde para celebrar contratos, facultad 

que se encuentra íntimamente ligada con la de reglamentar el ejercicio 

de tal autorización, para efectos de señalar los requisitos que debe reunir la 

solicitud de autorización y los casos puntuales, en los cuales el 

burgomaestre requiere de la misma, para celebrar determinados negocios 

jurídicos.     

 

La función administrativa a que se viene haciendo referencia, debe ser 

ejercida, principalmente, bajo los principios de moralidad, eficacia, 
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razonabilidad y proporcionalidad; por tanto, la potestad de reglamentar la 

autorización al alcalde para contratar, no puede extralimitarse, ni invadir el  

espectro de acción del administrador del municipio, contrario sensu, debe 

limitarse –se reitera-, a enunciar  las reglas aplicables para solicitar tal 

autorización, señalando los casos en que la misma se erige como 

necesaria.  

 

Ahora bien, sobre los alcances y diferencias de la función de autorización y 

de reglamentación de los concejos municipales, la Sala de Consulta y 

Servicio Civil del Consejo de Estado, en concepto del 5 de junio de 2008, 

enseñó:  

 

“Sobre este particular, la Sala de Consulta y Servicio Civil ya se 

pronunció en Concepto 1371 de 2001,  en el sentido que la 

autorización del concejo municipal prevista en el artículo 313-3 

de la Constitución Política es necesaria para que los alcaldes 

puedan contratar:  

 

“La autorización de que trata el artículo 313, numeral 3, de la 

Carta, como ya se dijo, debe ser expresa, así sea general o para 

un determinado tipo de contratos, temporal o indefinida, y ella 

no consta ni se deduce del articulado de la normatividad 

presupuestal analizada.  

  

El Plan de Desarrollo vigente, debido a su no aprobación por el 

concejo dentro del mes siguiente a su presentación (ley 152 de 

1994, artículo 40) no contiene autorización alguna para contratar, 

toda vez que fue adoptado por el alcalde mediante decreto 354 

de 2001.  A su vez el anterior Plan, contenido en el acuerdo 05 de 

1998, que preveía en el artículo 22 expresas autorizaciones para 

celebrar contratos tendientes a su ejecución, ante la adopción 

del nuevo, quedó sin efecto en todas sus partes.  

  

Por lo anterior, la Sala reitera que ante la inexistencia de 

facultades para adelantar el Plan de Desarrollo, corresponde al 

alcalde ejercer su facultad privativa de presentar el respectivo 

proyecto de acuerdo y obtener las autorizaciones que estime 

necesarias, según lo dispone el parágrafo 1º. del artículo 71 de la 

ley 136 de 1994. 

  

Pero no podrá el alcalde celebrar contratos sin la autorización 

correspondiente de la corporación, puesto que ello da lugar a la 

nulidad absoluta de los contratos, según el artículo 44 de la ley 80 

de 1993, que remite en su primer inciso a los casos previstos en el 

derecho común.” 
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 … 

De acuerdo con lo anterior, la Sala considera importante hacer 

las siguientes consideraciones: 

  

1º. En primer lugar, se deben separar los conceptos de 

autorización, al que se refiere el artículo 313-3 de la Constitución y 

de reglamentación de la autorización a que se hace alusión en 

el artículo 32-3 de la Ley 136 de 1994.  

  

2º.  Frente a la autorización, señala la Corte Constitucional, 

corresponde a la facultad del concejo municipal de establecer 

qué contratos de los que debe celebrar el alcalde como 

representante de la entidad territorial, deben ser autorizados por 

esa corporación. Aclara esa Corporación Judicial de manera 

categórica que dicha atribución no puede comprender todos los 

contratos que deba suscribir el alcalde, sino únicamente y de 

manera excepcional “los que tal corporación disponga, en 

forma razonable, mediante un reglamento que se atenga a la 

Constitución Política”.   

  

A contrario de lo anterior, sería viable otorgar por parte de los 

concejos una autorización general para contratar de acuerdo 

con el presupuesto aprobado y los planes de desarrollo, como es 

práctica usual. En este caso, el concejo puede reservase o no la 

facultad de autorizar algunos contratos en particular, siempre 

que, como ya se señaló, no comprenda la totalidad de los 

contratos que debe celebrar el alcalde.  

  

Ahora, como función típicamente administrativa y por tanto 

subordinada a la ley, deberá ser ejercida de forma razonable y 

ajustarse a los principios de la función administrativa previstos en 

el artículo 209 de la Constitución Política, pues como dice la 

Corte, “sólo podrá ser ejercida por los Concejos con el alcance y 

las limitaciones propias de su naturaleza”.     

  

3. En relación con la reglamentación de esa autorización (art.32-3 

de la Ley 136 de 1994), la Corte Constitucional advierte que ella 

se refiere a la reglamentación no de la función contractual del 

alcalde, sino del procedimiento interno que habrá de seguirse en 

los concejos municipales para tramitar las solicitudes de 

autorización de contratos en los casos en que ésta se ha previsto;  

por tanto, los concejos no podrán so pretexto de reglamentar 

dicha autorización, “extralimitarse en sus atribuciones e intervenir 

sobre la actividad contractual propiamente dicha; dirección que 

corresponde al alcalde, en tanto jefe de la acción administrativa 

del municipio, de conformidad con el artículo 315-3 de la Carta.”  

  

Advierte además ese Tribunal que se trata de una función de 

naturaleza administrativa y, por tanto, que no comporta 

facultades legislativas en materia de contratación; en 

consecuencia, a través de ella no pueden modificarse o 
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regularse materias propias del legislador, en especial las relativas 

a los procedimientos de contratación previstos en el Estatuto 

General de Contratación, por lo que el concejo “no puede 

entrar a establecer procedimientos de selección, normas 

generales aplicables a los contratos, etc., puesto que ello forma 

parte del núcleo propio del Estatuto de Contratación”. 

  

Se precisa entonces que la reglamentación a que se refiere el 

numeral 3º de la Ley 136 de 1994 únicamente comprende tres 

aspectos :“el procedimiento interno que se deberá seguir ante los 

Concejos para obtener la autorización respectiva, los criterios 

que debe seguir para otorgarla, así como los casos en los cuales 

tal autorización es necesaria. Así, la competencia del concejo 

habrá de estar referida únicamente “a las hipótesis en que tal 

autorización es necesaria, a los criterios que se deberán aplicar al 

momento de decidir sobre si se otorga o no dicha autorización, y 

a las etapas del trámite a seguir en cada caso. Estas normas no 

serán de tipo legal, sino de tipo administrativo, sin que sea 

necesario contar con una regulación previa del tema por parte 

del Legislador.”  

  

De acuerdo con lo anterior, es fácil concluir que obligar a un 

alcalde municipal a obtener autorización permanente del 

concejo municipal para todos los contratos que debe celebrar 

en cumplimiento de sus funciones, comporta claramente, a la 

vez que una omisión en el cumplimiento de un deber legal por 

parte de los concejos (en el sentido de conceder las 

autorizaciones que se requieren para contratar y de establecer 

un reglamento general para el efecto), un desbordamiento de 

las facultades que le han sido asignadas a dichas corporaciones 

municipales, pues termina trasladando a ellas la dirección y 

control de la actividad contractual del ente territorial, lo cual 

corresponde a una función constitucional y legal propia de los 

alcaldes que los concejos no pueden desconocer al amparo del 

artículo 313-3 de la Constitución. El hecho de convertir en regla lo 

que es excepción, invierte el reparto constitucional de funciones 

entre dichos servidores y hace que los concejos municipales se 

conviertan en coadministradores de la gestión contractual 

municipal,  lo que se encuentra por fuera del marco fijado en los 

artículos 313 de la Constitución y 32 de la Ley 136 de 1994. 

  

Cabe aclarar que contrario a lo señalado en la Consulta, en la 

Sentencia C-738 de 2001 que se acaba de citar, no se señala 

que los alcaldes puedan contratar sin la autorización del concejo 

municipal prevista en el artículo 313 de la Constitución, de 

manera que en ello no existe contradicción alguna con el 

Concepto 1371 de 2001 también citado en precedencia; 

advierte sí la Corte, como se dijo, que los concejos deben cumplir 

esa función de manera razonable, de forma que a través de ella 

no podrán entorpecer el normal funcionamiento de la actividad 

contractual municipal ni inmiscuirse en las funciones propias de 
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los alcaldes.  

 

 Al respecto, es pertinente también citar apartes de la sentencia 

C-086-95, que declaró inexequible el primer inciso del numeral 5º 

del artículo 32 de a (sic) ley 80 de 1993, según el cual las 

entidades estatales sólo podían celebrar contratos de fiducia 

pública cuando las autorizara la ley, la asamblea departamental 

o el concejo municipal, según el caso”, en la medida que la 

Constitución no prevé que se pueda reservar para las asambleas 

departamentales ni para los concejos municipales la autorización 

de todos los contratos que se celebren en el nivel territorial. 

Señaló la Corte:  

 

“Para efectos de esta providencia, conviene señalar que esta 

Corte ha establecido que el inciso final del artículo 150 superior 

“contiene una autorización general, impersonal, no 

individualizada para la celebración de un contrato cuyo objeto 

sea la satisfacción del funcionamiento del servicio bajo ciertas 

condiciones.” En otras palabras, la autorización general para 

contratar por parte de las entidades públicas estatales, que se 

encuentra en la ley 80 de 1993, permite que no sea necesario 

contar con una norma especial expedida por una corporación 

pública cada vez que se pretenda celebrar un contrato por 

parte de alguna de las entidades u organismos a que hace 

referencia la citada ley… Adicionalmente se observa que no se 

puede convertir en regla general las autorizaciones expresas 

contenidas en los artículos 150-9, 300-9 y 313-3 de la Carta 

Política, como pretende hacerlo la norma acusada respecto del 

contrato de fiducia.” 

  

Así, la exigencia de los concejos municipales de obtener su 

autorización para contratar por el alcalde debe ser excepcional 

y para ello debe mediar un reglamento en el que esas 

corporaciones establezcan las hipótesis en que ello debe ocurrir, 

junto con el procedimiento para su operatividad, sin modificar los 

aspectos ya regulados por el Estatuto General de Contratación 

de la Administración Pública y sin interferir en el normal 

funcionamiento de la gestión contratación, como lo ordena la 

Ley 80 de 1993.”   

 

2.4. Caso concreto. 

 

En el sub examine, se objeta por ilegal el Proyecto de Acuerdo No. 004 del 

29 de mayo de 2017, “Por el cual se reglamenta la autorización al alcalde 
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municipal de San Juan de Betulia Sucre para contratar”6. En dicho 

proyecto, se dispuso: 

 

“ARTÍCULO 1º - OBJETO: El presente acuerdo tiene por objeto 

reglamentar la autorización que confiere en concejo al Alcalde 

Municipal para celebrar contratos y convenios, señalar los casos 

en que excepcionalmente requiere autorizaciones previa y 

expresa, indicar los procedimientos que se deben adelantar ante 

la corporación para obtenerla, los documentos que se deben 

presentar junto con el proyecto de acuerdo respectivo y 

posibilitar el ejercicio posterior del control político como 

mecanismos para garantizar la ejecución de los programas y 

proyectos de inversión del plan de Desarrollo Municipal, en 

ejercicio de la atribución conferida al Concejo en el numeral 3 

del artículo 32 de la ley 136 de 1994, modificado por el artículo 18 

de la ley 1551 de 2012 y en desarrollo de la función asignada al 

concejo por el numeral 3 del artículo 313 de la Constitución 

Política.”   

 

La Sala, no encuentra reparo alguno contra el artículo descrito, toda vez 

que tal disposición solo se limita a señalar de manera introductoria, los 

aspectos que conformarán todo el acuerdo, según las competencias que 

les han sido conferidas a los concejos municipales, en materia de 

reglamentación de la contratación, en el ámbito territorial local.   

 

A juicio de la Sala, no se vislumbra ningún quebrantamiento de alguna 

norma de rango superior, en la medida que, se reitera, el Concejo 

Municipal solo da una idea general sobre el contenido del proyecto, 

haciendo alusión a las atribuciones conferidas por la Constitución Política y 

la Ley, para reglamentar la autorización al alcalde para contratar, que 

para el presente caso, se concretizan en los siguientes puntos: 

 

 Casos en que excepcionalmente el alcalde requiere autorización 

previa y expresa; 

                                                             
6 Si bien es cierto, este Tribunal para efectos del presente asunto, podría invocar el 

fenómeno de la cosa juzgada como forma de dar por terminado un proceso, al tratar un 
tema que evidentemente conserva la misma esencia que lo estudiado en fallo del 30 de 

agosto de 2013, es menester analizar nuevamente el asunto de fondo, en tanto, desde 
aquella fecha y hasta el presente, la legislación, la jurisprudencia e incluso el pensamiento 
de este Tribunal, podrían ser distintos, por ende, se aparta tal concepto y se procede 

mejor, a estudiar de fondo el asunto, sin dejar de lado, claro está, el propio precedente 
del Tribunal, que como se mirará se refleja en esta decisión.  
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 Procedimientos que se deben adelantar ante el concejo para 

obtener la autorización; 

 Documentación que se deben presentar junto con el proyecto del 

acuerdo respectivo, y el  

 Ejercicio posterior del control político, como mecanismos para 

garantizar la ejecución de los programas y proyectos de inversión 

del plan de Desarrollo Municipal. 

 

Por lo anterior, y contrario a lo manifestado por la accionante, la Sala no 

encuentra dentro de la redacción del artículo aludido o de que se pueda 

inferir de la misma, algún tipo de prohibición respecto a la facultad que 

tiene el alcalde para contratar.  Por tal razón, está objeción no tiene 

vocación de prosperidad.  

 

Por su parte, el artículo segundo del proyecto, señala: 

 

“ARTÍCULO 2º- AUTORIZACIÓN PREVIA: El Alcalde Municipal de 

San Juan de Betulia requerirá autorización previa y expresa del 

concejo en los contratos y convenios señalados taxativamente 

en las normas nacionales especialmente los descritos en el 

parágrafo 4 del artículo 32 de la ley 136 de 1994, adicionado por 

el artículo 189 de la ley 1551 de 2012 y en los contratos que 

mediante la presente REGLAMENTACIÓN se dispone a 

continuación: 

 

1. Las operaciones de crédito público reguladas por el decreto 

2681 de 1993 y demás normas complementarias. 

 

2. Contratos de adquisición y/o enajenación, a cualquier título, 

de bienes inmuebles de conformidad con lo establecido en la ley 

9 de 1989 y la ley 388 de 1997, y demás normas que la modifiquen 

o complementen. 

3. Los contratos de encargo fiduciario y fiducia publica y las 

prórrogas, regulados por el numeral 5 artículo 32 de la ley 80 de 

1993. 

 

4. Los contratos de comodato. El presente numeral no aplica 

para los contratos de comodato que suscriba el municipio con 

otra entidad pública. 

 

5. Los contratos de adquisición o venta de maquinaria pesada 

que se pretenda adquirir con recursos propios del municipio. 
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6. Los contratos que encuentren enmarcados según el artículo 2 

de la 1150 de 2017 y decreto 1510 de 2013, articulo 274 de la ley 

1450 de 2011, dentro de los siguientes tipos de selección a), 

contratación directa y b). Selección Abreviada c). Mínima 

Cuantía. 

 

7. Los contratos de arrendamiento los bienes e inmuebles de 

propiedad del municipio. 

 

8. Los contratos que pertenezcan al Régimen Especial. 

 

PARÁGRAFO.- A partir de la vigencia del presente acuerdo, 

queda prohibido otorgar autorizaciones para contratar dentro de 

las disposiciones generales del acuerdo de presupuesto de rentas 

y gastos del Municipio. 

 

El alcalde, cuando lo quiera solicitara dichas autorizaciones 

mediante la presentación de un proyecto de acuerdo 

independiente al proyecto de acuerdo de presupuesto”. 

 

Respecto de la segunda de las objeciones, denominada por el libelista 

como flagrante violación a la Ley 1551 de 2012, específicamente por parte 

del artículo descrito, considera este Tribunal que la misma tiene asidero 

jurídico, dado que algunos supuestos enlistados por el Concejo Municipal, 

desbordan el ejercicio de la potestad reglamentaria, ya que como quedó 

expuesto, esta debe disponer el procedimiento interno que se deberá 

seguir ante los Concejos, para obtener la autorización respectiva; los 

criterios que debe seguir para otorgarla y los casos en los cuales tal 

autorización es necesaria. 

 

Los anteriores casos, se encuentran referenciados de manera expresa en el 

artículo 18 de la mentada Ley 1551, la cual modificó la preceptiva 

contenida en el artículo 32 de la Ley 136 de 1994, bajo el siguiente tenor:  

 

“ARTÍCULO 18. El artículo 32 de la Ley 136 de 1994 quedará así: 

 

Artículo 32. Atribuciones. Además de las funciones que se le 

señalan en la Constitución y la ley, son atribuciones de los 

concejos las siguientes: 

 

(…) 

 

PARÁGRAFO 4o. De conformidad con el numeral 30 del 

artículo 313 de la Constitución Política, el Concejo Municipal o 
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Distrital deberá decidir sobre la autorización al alcalde para 

contratar en los siguientes casos: 

 

1. Contratación de empréstitos. 

2. Contratos que comprometan vigencias futuras. 

3. Enajenación y compraventa de bienes inmuebles. 

4. Enajenación de activos, acciones y cuotas partes. 

5. Concesiones. 

6. Las demás que determine la ley”. 

 

Como se observa, el Congreso, haciendo uso de su libertad de 

configuración legislativa, enumeró los tipos de contratos, que dada su 

trascendencia, requieren para poder celebrarse por parte del alcalde, de 

la autorización específica previa del concejo municipal. Sin embargo, el 

Concejo Municipal de San Juan de Betulia - Sucre, extendió otros tipos 

contractuales, que el legislador no consagró, a saber: 

 

 Contratos de encargo fiduciario y fiducia pública, 

 Contratos de comodato,  

 Contratos de adquisición o venta de maquinaria pesada, 

 Contratos de arrendamiento, 

 Contratos de régimen especial. 

  

Adicional a los anteriores, estipuló los siguientes: 

 

 Los contratos que se encuentren enmarcados según el artículo 2 de 

la Ley 1150 de 2017, es decir, todos los tipos contractuales cobijados 

por todas las modalidades de selección.  

 Los contratos que se encuentren enmarcados en el Decreto 1510 de 

2013, es decir, todos los tipos contractuales celebrados a través de 

la  Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra 

Eficiente–, 

 Los contratos que se encuentren enmarcados en el artículo 274 de la 

Ley 1450 de 2011, es decir, todos los tipos contractuales, cobijados 

por la modalidad de mínima cuantía.  

 

De igual forma, el artículo sexto del proyecto dispuso: 
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“… CONVENIOS: Los convenios interadministrativos que celebre el 

Alcalde Municipal a nombre y en representación del municipio 

debe contar con Autorización Previa del Concejo Municipal. Los 

convenios interadministrativos que celebre el Alcalde Municipal a 

nombre y en representación del municipio con entidades 

públicas y de cualquier orden o con entidades que presten 

ayudas económicas de financiación y/o cofinanciación al 

Municipio, con recursos no reembolsables en ambos casos, 

requerirán de la autorización expresa del concejo.  

 

Parágrafo único: El Secretario de Hacienda remitirá al concejo un 

informe de la primera semana de los meses de mayo y de 

noviembre de cada año, en el cual se indiquen los convenios 

que haya suscrito el municipio con entidades públicas estatales 

de cualquier orden o con entidades que prestan ayuda 

económica de financiación y/o cofinanciación al municipio, con 

recursos no reembolsables en ambos casos, en el cual se 

informara el objeto y alcance del convenio, los recursos 

destinados, la entidad encargada de su ejecución y el plazo 

establecido. Así mismo, a petición del presidente del concejo, 

remitirá a la secretaria del concejo cipa de los convenios 

suscritos.” 

 

En ese orden de ideas, al haberse establecido en el proyecto de acuerdo, 

prácticamente, de manera absoluta que para todos los contratos se 

requiere autorización, el órgano coadministrador del Municipio de San 

Juan de Betulia – Sucre, desbordó su competencia y convirtió la 

posibilidad general del alcalde para celebrar contratos en una excepción, 

invadiendo con ello, la esfera funcional del representante legal del 

referido ente territorial.  

 

Así las cosas, se declarará fundada la objeción formulada por la señora 

ALCALDESA (e) del MUNICIPIO DE SAN JUAN DE BETULIA – SUCRE, respecto 

del artículo segundo y sexto del proyecto de Acuerdo Nº 004 de mayo 29 

del 2017, por los considerandos consignados anteriormente, afirmándose 

igualmente, que no existen argumentos mejores que puedan indicar lo 

contrario7.  

                                                             
7 Se responde así la posición del Concejo Municipal, quien afirma que puede estudiarse un 
tema dos veces, aspecto que requiere de argumentos distintos o mejores, bajo la égida 
del ordenamiento jurídico, entendido esta como la expedición de nuevas normas, nueva 

jurisprudencia o cambio de posición decisoria, lo cual, no ocurre en este caso, 
manteniéndose los mismos argumentos que este Tribunal ya había esbozado en sentencia 
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Teniendo en cuenta lo anterior y dado que la objeción prospera de forma 

parcial, se ordenará que se remita el proyecto de Acuerdo 004 del 29 de 

mayo 2017, al Concejo Municipal de San Juan de Betulia – Sucre, con 

copia de esta decisión, para que reconsidere el mismo, teniendo en 

cuenta lo afirmado en esta providencia y una vez cumplido dicho trámite, 

lo remita a esta Corporación para fallo definitivo, tal como lo regula el 

artículo 80 de la Ley 136 de 1994. 

 

En mérito de lo expuesto la Sala Primera de Decisión Oral del Tribunal 

Administrativo de Sucre, Administrando Justicia en nombre de la República 

de Colombia y por autoridad de la Ley,  

 

FALLA: 

  

PRIMERO: ACEPTAR el impedimento formulado por la Dra. SILVIA ROSA 

ESCUDERO BARBOZA, de conformidad con lo anotado.  

 

SEGUNDO: DECLÁRENSE FUNDADAS las objeciones presentadas por la 

ALCALDESA MUNICIPAL (e) de SAN JUAN DE BETULIA - SUCRE, al Proyecto 

de Acuerdo No. 004 del 29 de mayo de 2017, “Por medio del cual se 

reglamenta la autorización que confiere el Concejo para celebrar 

contratos y se dictan otras disposiciones”, aprobado por el Concejo de 

dicho municipio, de forma exclusiva, en relación con los artículos 2 y 6 del 

mismo.  

 

SEGUNDO: DECLÁRENSE INFUNDADAS las objeciones presentadas por la 

ALCALDESA MUNICIPAL  (e) DE SAN JUAN DE BETULIA - SUCRE, al Proyecto 

de Acuerdo No. 004 del 29 de mayo de 2017, “Por medio del cual se 

reglamenta la autorización que confiere el Concejo para celebrar 

contratos y se dictan otras disposiciones”, aprobado por el Concejo de 

                                                                                                                                                                                          
varias veces referida, por lo que al declararse fundadas las objeciones, el llamado a que 
se atienda una decisión judicial en forma estricta.  



Expediente No. 70-001-33-33-000-2017-00161-00 

Objeción de proyecto de acuerdo municipal  

________________________________________________ 

 

28 

 

dicho municipio, en lo relacionado con el artículo primero (1º) del 

mencionado proyecto.  

  

TERCERO: ORDÉNESE al Alcalde Municipal de San Juan de Betulia – Sucre, 

que devuelva, sin sancionar, al Concejo Municipal de la misma entidad 

territorial el Proyecto de Acuerdo No. 004 del 29 de mayo de 2017, “Por 

medio del cual se reglamenta la autorización que confiere el Concejo 

para celebrar contratos y se dictan otras disposiciones”, a fin de que se 

reconsidere el mismo, teniendo en cuenta la motivación indicada en la 

presente sentencia. Una vez hecho lo anterior, ORDÉNESE al Presidente del 

Concejo Municipal de San Juan de Betulia - Sucre, que remita el proyecto 

aprobado para fallo definitivo. 

  

CUARTO: En firme esta decisión, por Secretaría de esta Corporación, 

ENVÍESE copia de esta decisión al Alcalde Municipal de San Juan de 

Betulia - Sucre y al Presidente del Concejo Municipal de la misma 

localidad, a fin de que den cumplimiento a las órdenes aquí impartidas. 

 

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

Aprobado en sesión de la fecha, según Acta No. 00182/2017 

  

Los Magistrados,  

 

 

 

      RUFO ARTURO CARVAJAL ARGOTY  

 

 

 

 CÉSAR ENRIQUE GÓMEZ CARDENAS     SILVIA ROSA ESCUDERO BARBOZA 
                                                                                                          (Con impedimento) 


